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Exp. 1116/2022-2 


	 TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1116/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACION: **********, INSPECTORA ADSCRITA A LA SUBDIRECCIÓN DE ALCOHOLES DE LA DIRECCION GENERAL DE GOBERNACION; DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., diecisiete de mayo del dos mil veintitrés. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1116/2022/2, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Director General de Gobernación y otros, y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintitrés de noviembre del dos mil veintidós, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridades demandadas al Director General de Gobernación: a **********, en su carácter de Inspectora Adscrita a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación; la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el siguiente.
“La resolución emitida por la Dirección General de Gobernación con fecha veintisiete de septiembre de 2022, así como su ejecución.”
II.- Mediante proveído de trece de diciembre del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera.
En cuanto al plazo otorgado a la autoridad demandada en líneas que antecede; y toda vez que ya se encontraba vigente la notificación electrónica, se estableció que debía considerarse que, la notificación electrónica, que le realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, en el entendido que dicha notificación se tendría por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020; por tanto con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a la autoridad demandada que si no contestaba la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, para lo cual debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico, debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que serían de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente. 
III.- En proveído de fecha veintisiete de marzo del año en curso, 
Se tuvo a la diversa autoridad **********, Inspectora Adscrita a la Dirección General de Gobernación, por no contestando la demanda en el término de diez días hábiles que le fue concedido; en tal virtud, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto y con fundamento en el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por precluido su derecho para contestar la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por otra parte, se dio cuenta con los oficios y anexos, que presento **********, en su carácter de Director General de Gobernación y **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; recibidos en la Oficialía de Partes de este Tribunal, los días diecinueve y veintitrés de enero de dos mil veintitrés; visto el contenido de los mismos, se tuvo por contestada la demanda al Director General de Gobernación y al Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo que con la copia simple del oficio contestatorio y sus anexos, se ordenó correr traslado a la para actora.
Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene como pruebas de las partes, las siguientes:
A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas. 
· Resolución de fecha 27 de septiembre de dos mil veintidós emitida por la Dirección General de Gobernación.
· Copia simple del acta de inspección, vigilancia y verificación **********.
· Copia simple del acta de inspección, vigilancia y verificación **********.
· Copia simple del comprobante de pago FOLIO **********.
· Copia simple de oficio **********.
· Copia simple del acta administrativa de levantamiento de sellos **********.
· Copia simple de la escritura del inmueble ubicado en calle **********.
· Instrumental de actuaciones. 

· Presuncional legal y humana.
A la autoridad demandada Director General de Gobernación del Estado, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento.
· Copia simple de Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, **********.

· Copia simple del Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada, **********.
· Copia simple de la Resolución de 27 de septiembre de dos mil veintidós, emitida por el Director General de Gobernación.

· Copia simple de la Copia Certificada del Acta Administrativa de Levantamiento de Sellos mediante ********** de fecha 02 de Julio de 2022.
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.
A la autoridad demandada Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.

Finalmente, se señalaron las doce horas del dos de mayo del año que transcurre, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, precisando que debido al fenómeno de salud pública, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales, la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, dio cuenta del escrito inicial de demanda, así como al de contestación he hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo el Director General de Gobernación certificó que no se formularon estos por la parte actora; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio la C. ********** quien impugna la resolución dictada el 27 veintisiete de septiembre del dos mil veintidós, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo a la hoy actora en su calidad de propietaria del establecimiento con giro de “Abarrotes con venta de cerveza”, localizado en el domicilio ubicado en la calle **********, una multa por la cantidad total de 100 (CIEN) u.m.a., que equivalen a la suma de ********** misma que se le exige su pago; por lo que la accionante se encuentra legitimada para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar la nulidad en cuanto hace a esa multa impuesta. (fojas 8 a la 11)

Vinculado a lo anterior debe precisarse que la accionante tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad, sin embargo, esto es únicamente en cuanto hace a esa multa impuesta, sin poder entrar al estudio de los actos que le antecedieron a la resolución mediante la cual se impuso la multa.

Lo anterior en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, conforme al cual, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

Además, también cabe destacar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés, en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo. Lo anterior encuentra sustento en el criterio jurisprudencial cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se citan:

Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página:   268.

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.- Contradicción de tesis 418/2009.”

En este orden de ideas, si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la licencia de bebidas alcohólicas que ampara la actividad comercial de su establecimiento, - para la realización de una actividad reglada como lo es la venta de bebidas alcohólicas; tal y como lo establecen los artículos 1, 3 y 11 de la Ley de Bebidas Alcohólicas; también lo es que al haber controvertido la hoy actora, en esta vía jurisdiccional la multa por la venta de bebidas alcohólicas, sin contar con la autorización correspondiente; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad; no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta; ello, en el entendido que lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la imposición de dicha sanción y no aquellos elementos ajenos o distintos a ella; esto es, los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como son las Órdenes de Visita e Inspección, las Actas de Verificación Circunstanciadas, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador.

Tocante a las demandadas, compareció **********, en su carácter de Director General de Gobernación y **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; quienes acreditaron su personalidad con el nombramiento expedido a su favor. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución dictada 27 veintisiete de septiembre del dos mil veintidós, por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo a la enjuiciante una multa de 100 (CIEN) u.m.a. (unidad de medida y actualización), que equivalen a la suma de **********.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido la autoridad demandada el Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, refiere que respecto de la Dirección General de Ingresos y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, ambas de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, procede el sobreseimiento del juicio, debido a que no son emisoras, ni intervinieron en al emisión del acto impugnado, ya que como lo refiere el actor, dicho acto impugnado fue emitido por el Director General de Gobernación, en virtud de lo cual se actualiza la causal de  sobreseimiento prevista por el artículo  229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,.

Al respecto se estima fundada la manifestación de la diversa enjuiciada, en la medida que a la luz de la resolución impugnada, visible a fojas 8 a la 12 de autos, valorado con anterioridad, dicho acto  fue emitido por el Director General de Gobernación, de ahí que las diversas demandadas Dirección General de Ingresos y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, ambas de la Secretaria de Finanzas, no tuvieron intervención alguna en su emisión, de ahí que resulte procedente determinar el sobreseimiento respecto de dichas autoridades, - Dirección General de Ingresos y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, ambas de la Secretaria de Finanzas - con fundamento en lo previsto por el numeral 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado, que dice:  

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda se localizan a fojas de la 4 a la 7 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

" Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como se adelantó los argumentos de la parte actora serán estudiados desde la perspectiva de que el acto que se tuvo como impugnado en el presente juicio lo constituye únicamente la resolución definitiva de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2022 dos mil veintidós, emitida por el Director General de Gobernación en la parte relativa a la imposición de la multa en ella establecida por la cantidad total de 100 (CIEN) unidades de medida y actualización a la parte actora, que equivalen a la suma de **********.
Ahora bien, la parte actora en el capítulo denominado “expresión de los conceptos de impugnación” en síntesis arguye lo siguiente.

a) Que la  resolución impugnada le genera agravio porque nace de una orden de visita e inspección que carece de legalidad, pues la visita de inspección se realizó al amparo de la orden de visita **********, la cual conforme a lo previsto en el artículo 36, fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, debe contener como requisitos mínimos, el nombre, cargo y firma autobiógrafa de la autoridad competente que la expida, no tener espacios en blanco, ni tachaduras, el domicilio a inspeccionar, fecha, objeto de la visita y una debida fundamentación y motivación; que sin embargo, la orden de visita en comento tenía en blanco los espacios relativos al domicilio del establecimiento a inspeccionar, y la fecha de emisión, y cuyos espacios fueron llenados al momento de la inspección por la persona que llevo a cabo la diligencia y no por el Director General de Gobernación quien es el competente para la emisión de la  orden; por lo que es evidente de se trata de un formato que incumple con los requisitos del numeral 36, fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado. 
b) Que la visita de verificación se llevó a cabo en un domicilio diverso al que se precisó en la orden de visita, puesto que dicho documento señalaba en la parte superior como domicilio a verificar, el de **********, pero la inspección se realizó en el número **********de la citada calle y colonia, por lo que dicha diligencia se realizó en un domicilio incorrecto y concluye diciendo que la inspectora llevo a cabo una visita de inspección y verificación y la colocación de un sello de suspensión, valiéndose de una orden de verificación indebidamente requisitada, la cual además tenía señalado como establecimiento a verificar uno distinto al que se verifico.
A consideración de esta Segunda Sala Unitaria, los argumentos que plantea la parte actora en el capítulo de conceptos de impugnación, de su escrito de demanda y señalados como primero y segundo, devienen inoperantes por inatendibles, ya estos se encuentran encaminados a controvertir los actos previos a la emisión de la resolución de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2022 dos mil veintidós, emitida por el Director General de Gobernación en la que se impuso multa por la cantidad total de 100 (CIEN) unidades de medida y actualización a la parte actora; ello es así en razón de las siguientes consideraciones.

Como se precisó en el Considerando Tercero, así como anteriormente en este; en el presente asunto únicamente se puede dilucidar lo referente a la resolución impugnada donde se le impuso a la actora la multa en ella establecida por la cantidad total de 100 (cien) unidades de medida y actualización, que equivalen a la suma de **********, y no así respecto a otros actos –como lo son los actos previos-, en virtud de que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que de suyo, genera la imposibilidad legal de esta Sala Juzgadora para poder pronunciarse al respecto, así como analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y dieron origen a la referida imposición de multa y suspensión de actividades (clausura) del establecimiento, como lo son la orden de visita y acta de inspección circunstanciada levantada por el inspector de trato, dado que la referida orden de visita y acta de inspección sólo puede controvertirse por quien cuente con la licencia respectiva –lo que no acreditó la accionante- y, por ende, no debe atenderse a los razonamientos expuestos por la actora en ese sentido por ser inatendibles.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 253/2009, cuyo rubro, contenido y datos de localizaciones, son los siguientes:

Época: Novena Época; Registro: 165594; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXXI, Enero de 2010; Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 253/2009; Página: 268 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere….”

Concluyendo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser la orden de visita,  el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con tal documentación; por ende, sólo examinará la legalidad de la sanción impuesta, para corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.

En ese sentido tal y como quedo manifestado en el considerando Tercero de la presente resolución, en la especie, no pueden ser materia de estudio los actos consistentes en; “Orden de Visita e Inspección y “Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada”, toda vez que que dichos actos no afectan los intereses jurídicos de la parte actora, al no haber acreditado contar con la licencia correspondiente para la venta de bebidas alcohólicas conforme a lo estatuido en el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del estado, al tratarse de una actividad reglada.

Derivado de lo anterior es que los argumentos de la actora encaminados a demostrar la ilegalidad del actos preliminares de verificación, que le antecedieron a la resolución impugnada, devienen en inatendibles; de ahí la inoperancia de los argumentos expuestos por la actora, de lo que se sigue, que  esta Sala Unitaria se encuentra imposibilitada para entrar al estudio de dichos conceptos de impugnación.
Con base en lo expuesto, y ante la inoperancia del primer y único concepto de impugnación planteado por la parte actora,  esta Sala Unitaria resuelve que subsiste la VALIDEZ de la resolución dictada el 27 veintisiete de septiembre del 2022 dos mil veintidós, por el Director General de Gobernación, en la cual se le está imponiendo a la hoy actora multa por la cantidad total de 100 (CIEN) unidades de medida y actualización, que equivalen a la suma de **********, en virtud de que la legalidad de la misma no fue desvirtuada por la actora********** 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 228 fracción II, 229 fracción II, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no logró acreditar su acción y en consecuencia se decreta la VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución de fecha 27 veintisiete de septiembre del 2022 dos mil veintidós, por el Director General de Gobernación, en la cual se le está imponiendo a la hoy actora multa por la cantidad total de 100 (CIEN) unidades de medida y actualización, que equivalen a la suma de ******************** por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
